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Planteamiento del problema 

En la actualidad, el mundo atraviesa por múltiples crisis, a menudo interrelacionadas, como la financiera, la 

ambiental, la social y, en especial, relacionada con la expansión intranacional del crimen organizado. Para una 

amplia proporción de la sociedad, estas crisis se han traducido en falta de expectativas y de oportunidades lícitas, 

así como de exclusión y fragmentación social y cultural. 

Un sector particularmente afectado por este contexto es el de los jóvenes. Mujeres y hombres transitan por esta 

etapa, caracterizada por la búsqueda de identidad, el desarrollo de la personalidad, la formación de lazos 

comunitarios y sociales, la preparación académica, la integración al mercado laboral –en no pocas ocasiones en 

condiciones deplorables– y ante todo, por la manifestación de inquietudes y el deseo de incidir en la modificación 

de la realidad mediata e inmediata. Así lo constatan diversos movimientos juveniles a nivel mundial. 

En el caso particular de nuestro país, así lo constató aquel suscitado en el marco de las pasadas elecciones 

federales, el cual revitalizó la contienda electoral, dio contenidos al debate y posicionó en la agenda nacional temas 

de relevancia estratégica para el avance democrático del país. La deuda con este sector en la arena política es pues 

hacer accesibles los canales institucionales para su participación, preparada y responsable, como motores de 

cambio no sólo al interior de la sociedad civil, sino también de los partidos políticos. 

Argumentación 

Hace menos de 50 años que la comunidad internacional reconoció que la imaginación, los ideales y la energía de 

los y las jóvenes son vitales para el desarrollo continuo de las sociedades en las que viven, es decir, que se 

consideró a la población juvenil como un sector particular y trascendental para el devenir del mundo 

contemporáneo. Esto, a través de la Declaración sobre el Fomento entre la Juventud de los Ideales de Paz, Respeto 

Mutuo y Comprensión entre los Pueblos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1965. 

Dos décadas más tarde, el llamado de la Asamblea General para declarar a 1985 como el Año Internacional de la 

Juventud, con el lema: “Participación, desarrollo, paz”, logró que se prestara mayor atención al importante rol que 

desempeña la juventud en el mundo y resaltó particularmente su contribución potencial en el cumplimiento de los 

principios de la Carta de las Naciones Unidas. Ese mismo año, la Asamblea General definió la composición de 

dicho sector como aquel compuesto por las personas entre los 15 y los 24 años de edad y apoyó las directrices para 

la planificación de medidas y su seguimiento en materia de juventud, las cuales fueron significativas por el enfoque 

dado a los jóvenes como una categoría amplia, integrada por diversos subgrupos, en lugar de considerarlos como 

una entidad demográfica única. 

En 1995, en el décimo aniversario del Año Internacional de la Juventud, las Naciones Unidas fortalecieron su 

compromiso con los jóvenes proporcionando dirección a la respuesta de la comunidad internacional ante los retos 

que enfrentaría la juventud en el siguiente milenio. Para ello se adoptó una estrategia internacional: el Programa de 

Acción Mundial para los Jóvenes hasta el año 2000 y años subsiguientes (PAMJ). 

No obstante, fue hasta el año 2005 que, con el fin de impulsar y apoyar las acciones que diversos órganos 

regionales realizaban en favor de los jóvenes para garantizar sus derechos, el respeto y promoción de sus 

posibilidades y las perspectivas de libertad y progreso social a que legítimamente aspiran –entre las que destacaba 

el Programa de Acción Mundial referido– que, en adición a los distintos instrumentos jurídicos del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, se elaboró la “Convención Iberoamericana de Derechos de la Juventud”, 

la cual se justificó “en la necesidad de que los jóvenes cuenten con el compromiso y las bases jurídicas que 

reconozcan, garanticen y protejan sus derechos, asegurando así la continuidad y el futuro de nuestros pueblos” 

(Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, 2012). 



A pesar de que esta Convención no ha sido suscrita por nuestro país, sus preceptos resultan muy claros para un 

Estado que se precie de ser democrático y de buscar la inclusión, bienestar y participación de sus jóvenes. 

En cuanto a nuestro marco legal, el reconocimiento de la importancia estratégica para el desarrollo del país de este 

importante sector se dio hasta el año 1999, a través de la creación del Instituto Mexicano de la Juventud (Imjuve), 

el cual tiene por objeto promover y fomentar las condiciones que aseguren a la juventud un desarrollo pleno e 

integral, a través de definir e instrumentar una política nacional de juventud, la cual contiene entre sus lineamientos 

el proponer una asignación y distribución presupuestal con enfoque de juventud que impulse un gasto público que 

tenga como objetivos: satisfacer las necesidades básicas de la juventud, promover su reconocimiento social y 

potencializar a los jóvenes como agentes estratégicos para el desarrollo del país. 

No obstante la relevancia de este primer paso en el reconocimiento de los derechos de los y las jóvenes en México, 

aún está pendiente la promulgación de una Ley que ampare, proteja y señale per se los derechos de este sector más 

allá de las funciones de una institución y que tenga como piso mínimo los derechos amparados en la Convención 

Iberoamericana antes señalada, entre los cuales se encuentran: 

• El derecho a la paz 

• El derecho a la vida y a la integridad personal 

• El derecho a la igualdad de género 

• El derecho a la justicia 

• El derecho a la participación 

Dentro de este último, especial atención merece el derecho a la participación política, el cual incluye las siguientes 

obligaciones y compromisos por parte de los Estados parte: 

1) Promover “medidas que de conformidad con la legislación interna de cada país, promuevan e incentiven el 

ejercicio de los jóvenes a su derecho de inscribirse en agrupaciones políticas, elegir y ser elegidos. 

2) Promover que “las instituciones gubernamentales y legislativas fomenten la participación de los jóvenes en la 

formulación de políticas y leyes referidas a la juventud, articulando los mecanismos adecuados para hacer 

efectivo el análisis y discusión de las iniciativas de los jóvenes, a través de sus organizaciones y asociaciones.” 

En este marco, cabe destacar que en nuestro país, a pesar de que los jóvenes entre 18 y 29 años de edad representan 

la quinta parte de la población (Murayama, 2012), la proporción de sus representantes dentro del Congreso 

Mexicano –aquéllos entre 22 y 29 años– es apenas del 5 por ciento en la Cámara de Diputados, lo que se traduce en 

22 de 500 diputados o diputadas federales; mientras que en el Senado este porcentaje es nulo. 

Es decir, la evolución en el reconocimiento del sector y de sus derechos específicos, contrasta con su participación 

real dentro de las esferas de decisión del poder político y, más aún, o tal vez como fuente de ello, contrasta con la 

falta de institucionalización de recursos destinados a la formación de cuadros y liderazgos políticos juveniles. En 

este sentido, resulta trascendental señalar que dicha institucionalización resulta una vía proclive para detonar el 

avance real de los jóvenes en la vida política nacional, siempre y cuando, partidos, ciudadanos, así como las 

mujeres y los hombres que conforman el propio sector juvenil, protejan el uso efectivo y transparente de los 

mismos. 

En suma, aun cuando la deuda que el Estado tiene con su juventud trasciende la tarea de promover en condiciones 

de equidad su participación política formal, es innegable que en sociedades democráticas el avance de los sectores 

vulnerables y vulnerados pasa necesariamente por dotarles de voz dentro de las instituciones políticas formales. 



Por ello, considerando que debe avanzarse en el reconocimiento explícito de derechos para los jóvenes y en la 

consecuente obligación del Estado de garantizar y adoptar las medidas necesarias para el pleno ejercicio de los 

mismos, la presente iniciativa tiene por objeto fortalecer e institucionalizar el derecho de los y las jóvenes a una 

participación política informada, preparada y comprometida, mediante la asignación de un piso mínimo de recursos 

para la capacitación, promoción y desarrollo de las habilidades y liderazgos políticos de los y las jóvenes miembros 

de los partidos políticos, proveniente del financiamiento público que estos reciben. 

La juventud es decisiva si aspiramos a promover mayor cohesión social en nuestras sociedades. La juventud no 

puede esperar: requiere de una oferta asequible para el desarrollo de sus potencialidades que le permita a ampliar 

sus perspectivas de movilidad social e influencia política, a fin de fortalecer su sentido de pertenencia y 

trascendencia. 

Fundamento Legal 

El suscrito, Marino Miranda Salgado, diputado de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 

fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno de 

esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el Código Federal de Procedimientos Electorales. 

Artículo Primero: Se adiciona la fracción VI al inciso a), numeral 1, artículo 78, del Código Federal de 

Procedimientos Electorales, para quedar como sigue: 

Artículo 78 

1. Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, independientemente de las 

demás prerrogativas otorgadas en este Código, conforme a las disposiciones siguientes: 

a. Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes: 

I. a V.... 

VI. Para la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de cuadros juveniles, cada partido 

político deberá destinar anualmente, por lo menos, el dos por ciento del financiamiento público ordinario 

a sus miembros o adherentes que tengan entre 16 y 29 años de edad, procurando la distribución paritaria 

entre géneros. 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
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